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Resumen

Anglade se introduce en el debate entre democracia de procedimientos y democracia sus
tantiva, sosteniendo que, en última instancia, la democracia no se limita a los primeros sino 
que se constituye con contenidos (derechos) civiles, políticos y socioeconómicos; obligacio
nes y responsabilidad política. A partir de estos argumentos realiza una revisión del estado 
de la democracia en América Latina apuntando los logros y limitaciones de los diferentes 
países en la construcción de regímenes democráticos.

Abstract

Anglade deals directly with the debate about procedural and substantive democracy to sustain 
that democracy is not only a matter of procedures but civil, political and socioeconomic rights, 
as well as of obligations and accountability. Within this framework he assesses the recent per
formance of the different Latin American countries in the construction of democratic regimes.

Entre 1974 y 1990, más de treinta países en el sur de Europa, América Latina, Asia 
Oriental y Europa del este cambiaron de sistemas autoritarios a sistemas democráti
cos de gobierno. Esta “revolución democrática global" es, probablemente, el rasgo 
político más significativo de finales del siglo veinte.1

E sta afirmación es más controvertida de lo que Huntington ima
ginó, ya que la evidencia que ofrecen muchas de las “nuevas” 

democracias muestra que un movimiento de distanciamiento del go
bierno autoritario no es necesariamente en dirección de un gobierno 
democrático. Ya que están implicados problemas de definición y de 
significado, una consecuencia del rasgo descrito por Huntington ha 
sido reactivar el debate acerca del contenido de la democracia. Hun-

* Una primera versión de este artículo apareció publicada en: Christian Anglade, “De
mocracy and the Rule of Law in Latin America”, en Ian Budge; David McKay (eds.), D eveloping 
D em ocracy. C om parative R esearch in H onour o f  J . F. P. B londel, Londres, Sage Publications, 
1994, pp. 233-252.

1 Huntington, 1991-1992, p. 579.
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tington — entre otros—  equipara la democracia con la realización de 
“elecciones competitivas en las que pueda participar el grueso de la 
población”.2 Una definición polémica, ya que — sin negar el papel 
clave de las elecciones en un proceso democrático—  muchos se pre
guntarán si las elecciones (y los procedimientos en general) son sufi
cientes para definir a la democracia. En un intento por romper el 
im passe del debate entre una definición de procedimientos y otra 
sustantiva, se hizo la sugerencia de que la democracia debería ser 
entendida en estrictos términos políticos y que la democracia polí
tica debería mantenerse como algo distinto de la democracia social 
y la económica, que se suponían secundarias.3 Pero una distinción 
así de tajante es más fácil de formular que de sustanciar y tiende a 
llevarnos a inconsistencias en el argumento. Después de afirmar que 
el término “democracia” quería “significar un sistema político, se
parado y aparte del sistema económico y social al cual está unido”,4 
Diamond y Linz reconocen, posteriormente, que la estabilidad de
mocrática es altamente dependiente del desempeño económico, en
tendido no sólo como crecimiento sostenido, sino como promotor 
de la movilidad social, así como del “mejoramiento sostenido y am
plio del bienestar popular”.5 Esta contradicción en su argumento 
ilustra meramente las dificultades que supone desmontar a la demo
cracia en subcategorías y en mantener esas subcategorías separa
das entre sí.6 Otro aspecto del debate actual se relaciona con el sig
nificado de “democracia política”. ¿Debe entenderse en el sentido 
amplio de la democracia liberal de derechos y obligaciones indivi
duales, civiles y políticas? o ¿debe enfocarse más estrechamente en 
términos de formas y procedimientos como en la definición anterior 
de Huntington?

En el contexto latinoamericano, este debate doble ha llevado a 
algunos autores7 a sostener que las desigualdades sociales y econó
micas prevalecientes en el área son incompatibles con el principio 
democrático de derechos iguales e igualdad de participación; a me
nos que esas desigualdades sean reparadas, las condiciones sociales

2 Ibid., p. 580.
3 Véase Diamond e l a l.,1989, p. XVI; O’Donnell y Schmitter, 1986, pp. 7-11.
4 Diamond et al., 1989.
3 Diamond y Linz, 1989, p. 46.
6 Otro ejemplo de ese tipo de problema puede encontrarse en Burton et al., 1992.
7 Véase Lipset, 1959; Malloy y Seligson, 1987; Diamond y Linz, 1989.
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Cuestiones contemporáneas

mínimas necesarias para una participación política significativa no 
se darán y las democracias latinoamericanas quedarán, en el mejor 
de los casos, como pseudo democracias. Este enfoque sustantivo es 
criticado por un segundo grupo de académicos8 que acusan a los pri
meros de confundir a la democracia con la igualdad y que sostienen 
que pretender simplemente que ambos están conectados de cual
quier manera, sólo sirve para confundir los problemas. Para estos 
últimos es teóricamente inconsistente y sin fundamento empírico 
mirar las condiciones sociales y económicas — o para el caso cual
quier otra cosa—  como un prerrequisito de la democracia; sostie
nen, inclusive, que la relación causal entre las dos — si es que hay 
alguna— pudiera funcionar en el sentido inverso, con la democracia 
mejorando las condiciones sociales y económicas.9 Pero para ellos 
aunque una reducción de la desigualdad pudiera ser deseable en sí 
misma, se trata de una cuestión separada de la democracia. La natu
raleza democrática de un gobierno y su autoridad para gobernar es
tán determinadas sólo por sus reglas originales de procedimiento.10

Discutiré los temas implicados en este debate primero examinan
do las diferentes tradiciones teóricas de la democracia liberal que lo 
han inspirado y después mediante el establecimiento de un paradig
ma democrático liberal minimalista que utilizaré en una evaluación 
del desempeño democrático contemporáneo de América Latina.

El enfoque teórico

En la tradición democrática liberal, la democracia es definida por los 
dos principios combinados de la igualdad de derechos individuales 
y de la responsabilidad política* de los gobernantes frente a los go

8 Véase Remmer, 1991a; Karl, 1990; Véase también Burton et a i , 1992, p. 2.
9 Karl, 1990, p. 5.
10 Remmer, 1991b, p. 791.
• El término en inglés accou n tabilityha  sido traducido aquí como “responsabilidad polí

tica”. Sin embargo, su contenido es más complejo de lo que parece a simple vista, aunque 
podríamos entenderlo en principio como la obligación institucional de las autoridades ele
gidas de rendir cuentas periódicamente ante su electorado o ante algún cuerpo establecido 
constitucionalmente, descansa en al menos tres supuestos:

a) Uno de carácter filosófico en el que se acepta que las autoridades electas surgen del 
pueblo y para servirle;

b) Otro de índole institucional que exige la existencia de un conjunto de instituciones 
estructurado de tal manera que se verifique en la práctica la subordinación de los gobernantes
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bernados. Para esta tradición que abarca de Tocqueville a Rawls,11 
la democracia no es meramente una cuestión de formas y procedi
mientos; es también un asunto de sustancia; por ejemplo — y ésta 
parece ser su límite— , de derechos individuales de autonomía y li
bertad iguales que incluyen obligaciones iguales.

Otra tradición — más reciente y más unificada—  tiene sus oríge
nes en los escritos de Schumpeter, Dahl y Huntington.12 A partir de 
observar la manera como se han desarrollado los regímenes liberal 
democráticos sostiene que los individuos tienden a realizar sus in
tereses no de manera individual, sino como miembros de grupos a 
través de los cuales tratan de maximizar sus derechos de una manera 
competitiva moldeada por el mercado. La pluralidad de esos grupos 
y su influencia sobre el proceso político constituyen la mejor pro
tección posible de los derechos individuales de sus miembros; la 
responsabilidad política está garantizada por elecciones periódicas 
mediante las cuales los que gobiernan pueden permanecer en su 
puesto o ser removidos por los gobernados, en un proceso en que 
los grupos de interés que representan a estos últimos juegan un 
papel crucial.

De la definición previa que enfatizaba medios y fines, nos hemos 
desplazado a una definición institucional de la democracia, y al ha
cerlo nos hemos movido también —sostienen—  de una definición 
de democracia hipotética, idealista y normativa, a otra que es empí
rica, realista y descriptiva. “La democracia sólo tiene un significado 
útil cuando se le define en términos institucionales”,13 por ejemplo, 
como medios, evitando así el sesgo normativo. Pero como los me
dios son, por definición, instrumentales, tarde o temprano una de
finición instrumental de democracia suscitará el tema de los pro
pósitos que los institucionalistas deseaban, precisamente, evitar. La 
pregunta de qué trata la democracia simplemente se demoró en el 
proceso. Si la respuesta es que la democracia son elecciones libres 
y competitivas, entonces las instituciones no son simplemente ins

al pueblo, y
c) Una cultura política compartida por gobernantes y gobernados por igual que acepten 

tanto el primer principio como la vigencia de las instituciones de control (Nota del traductor).
11 Tocqueville, 1961, voi. 1; Rawls, 1989.
12 Schumpeter, 1943; Dahl, 1971; Huntington, 1984.
13 Huntington, 1989, p. 15.
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trumentales y se convierten en un fin en ellas mismas. Y  la razón para 
evitar una definición de propósitos de la democracia era que cual
quier intento en esa dirección era obligadamente normativo. ¿Pero 
por qué la afirmación de que la democracia son elecciones libres y 
competitivas debería ser menos normativa que la afirmación de que 
la democracia son derechos civiles y políticos iguales? Todas las de
finiciones de democracia son necesariamente normativas, y la preo
cupación de los institucionalistas por la neutralidad los ha llevado 
a trazar una distinción artificial entre medios y fines que ha intro
ducido alguna confusión en su argumentación teórica.

Esta confusión ha estado compuesta por el prejuicio etnocéntrico 
del enfoque pluralista que ha reducido la universalidad del princi
pio democrático de igualdad de derechos. Para el pluralismo, los 
individuos confían la defensa de sus derechos políticos a los grupos 
que los representan. Esta “delegación” los deja libres para maximi- 
zar sus demás intereses — principalmente económicos—  en una so
ciedad de mercado, y puede aún generar niveles descendientes de 
participación individual en el proceso político sin afectar la calidad 
democrática de todo el proceso. De ahí el supuesto pluralista de 
que el silencio significa satisfacción y de que, a final de cuentas, 
todos los grupos sociales y económicos ejercen una influencia po
lítica igual. Ambos supuestos no se sostienen aún en las democracias 
avanzadas, ya que “el pluralismo puede condonar en la práctica la 
reproducción de las relaciones de poder que se obtienen en el 
ámbito económico y social”.14 Como resultado, el pluralismo tiende, 
no sólo a reproducir las desigualdades económicas y sociales, sino 
mediante el reconocimiento “realista” de que esas desigualdades 
existen, las introduce como “rasgos sistémicos”, y en consecuencia 
justificando el status qu o  al redefinir la democracia en estos tér
minos”.15 La relevancia de esta tendencia para la democracia es di
rectamente proporcional al nivel de esas desigualdades y al porcen
taje de la población nacional que afectan. En ambos casos, es de 
esperarse que su impacto sea mucho más fuerte en las “nuevas” de
mocracias del Tercer Mundo.

La validez del enfoque plural institucionalista debe ser puesta en

— - — . ------ — i!" ü; ~  Cuestiones contemporáneas

14 Gould, 1990, p. 100.
15 Ibid., pp. 9-10.
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tela de juicio en terrenos más generales, ya que parece existir alguna 
evidencia de que tanto el silencio como la apatía política también 
pudieran significar insatisfacción. Por ejemplo, ¿podría entenderse 
la apatía política en Colombia — medida por la tasa de abstención 
electoral—  como un indicador de satisfacción del electorado colom
biano? Como la respuesta a esta pregunta sólo puede ser calificada, 
resulta que el mismo desenlace (una baja participación en eleccio
nes competitivas) en algunas ocasiones puede expresar satisfacción 
y en otras no. También significa que los orígenes de procedimiento 
son una medida insuficiente de la democracia y que cuando se les 
separa de su sustancia o de su contexto, las instituciones formales de 
la democracia carecen de significado. Otra consecuencia del enfo
que pluralista deriva tanto de su etnocentrismo como de la teoría 
elitista de la democracia a la cual está vinculada. Tiene que ver con 
el otro principio democrático básico de la responsabilidad política. 
Para los pluralistas, como sabemos, la responsabilidad política es ga
rantizada por las elecciones regulares; una vez electo, a un gobier
no debe permitírsele gobernar, primero porque lo hace mejor y, se
gundo, porque periódicamente habrá de sujetarse a elecciones, lo 
que debería bastar para convencer a quienes detentan el poder, que 
es en su interés hacer lo que se espera de ellos. El argumento de 
que las elecciones garantizan la responsabilidad política se basa en 
el supuesto de que el proceso electoral es el resultado de elecciones 
libres, competitivas y significativas. Empero, en el caso de América 
Latina este punto es tratado, a menudo, como un juego suma-cero: 
se asume que las elecciones son libres y competitivas a menos que 
la evidencia en sentido opuesto sea tan abrumadora que convierta 
en una farsa todo el proceso electoral. Pero habiendo pocos casos 
extremos, la categoría es empleada tan extensivamente que llega a 
poner en duda su validez.16 Es curioso que aquellos que otorgan 
tanta importancia a los orígenes de procedimiento de un gobierno 
como fuente de su autoridad pongan tan poca atención a las con
diciones reales que rodean los resultados electorales. La cuestión de 
qué tan libres y competitivas son realmente las elecciones es un tema 
sustantivo, particularmente — pero de ninguna manera exclusiva
mente—  en el contexto latinoamericano.

16 Remmer, 1991b, p. 780.
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Cuestiones contemporáneas

El otro principio general detrás de la responsabilidad política 
democrática es que los gobiernos están obligados a cumplir ciertas 
reglas de Derecho que han sido acordadas democráticamente. Sin 
embargo, como habremos de ver en la siguiente sección, América 
Latina ofrece, una vez más, poca evidencia en respaldo del supuesto 
de que si los gobiernos (u otras instituciones del Estado) actúan in
constitucionalmente, se pondrían en movimiento los mecanismos 
para establecer su responsabilidad política. Al igual que en el caso 
de la responsabilidad política electoral, la responsabilidad política 
institucional es un tema sustantivo, y no se puede asumir que los 
mecanismos que establece la responsabilidad política funcionen 
simplemente porque tengan una existencia constitucional formal.

Es interesante que sea la moderna teoría liberal la que nos re
cuerde que la forma puede ser engañosa y que es inevitable una de
finición sustantiva — y normativa— de la democracia. Para Pennok, 
“el contexto dentro del cual debería juzgarse la justeza de los proce
dimientos gubernamentales implica una evaluación de los fines que 
deben alcanzarse, incluido el reconocimiento de derechos funda
mentales”.17 Las formas y los procedimientos son meramente ins
trumentales para alcanzar los fines de la democracia. Si los Derechos 
fundamentales que constituyen esos fines no son promovidos y no 
están protegidos por esos acuerdos formales, estos últimos no esta
rán cumpliendo su función; como es meramente contingente de que 
ello sea o no así, no pueden definir la democracia.

El carácter democrático del imperio de la ley se define tanto por 
su forma como por su sustancia. Descansar simplemente en el for
malismo del imperio de la ley, o aun enfatizar que es este formalismo 
lo que define a la democracia, como lo hace Letwin en la tradición 
Kelseniana,18 es políticamente peligroso porque puede terminar 
justificando a cualquier régimen que sostenga un imperio de la ley 
formalmente consistente. Esto es por lo que el imperio de la ley es 
“un criterio pobre [de democracia]; muchos regímenes represivos se 
han apoyado en un sistema judicial estricto pero consistente, para 
mantener el poder, incluida la Alemania nazi”.19 Los regímenes auto
ritarios a menudo mantienen las leyes heredadas de los regímenes

17 Pennock, 1989, p. 15.
“ Letwin, 1989.
“ Barsh, 1992, p. 122.
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democráticos que han suprimido y las emplean en su propio bene
ficio argumentando ser los nuevos depositarios de un imperio de la 
ley básicamente inalterado. Se podría argumentar que esta es una 
usurpación del imperio de la ley. Sin embargo, si el formalismo del 
imperio de la ley permite que sea usurpado de esta manera, de se
guro es un criterio pobre de democracia.20 Por esta razón, ya que 
todos los sistemas de gobiernos modernos — sean o no democráti
cos—  formalmente se adhieren al principio del imperio de la ley, lo 
que define a la democracia no es la ley solamente, sino lo que la ley 
dice, es decir, su sustancia, y el grado en el cual la ley es aplicada.

Es esta preocupación por el peligro del formalismo de los pro
cedimientos institucionales en general, y del imperio de la ley en 
particular, la que preside la contribución de Rawls a la teoría demo
crática.21 Para él, la democracia requiere que el imperio de la ley sea 
hecho y administrado dentro de un contexto de justicia sustantiva 
— opuesta a la formal— , y que descanse en los dos principios bá
sicos de igualdad de libertades y de oportunidades. Él no identifi
ca simplemente la igualdad con el principio democrático sino que 
—y ésta es quizá su contribución más significativa al estudio de 
las “nuevas” democracias—  su argumento sobre la relevancia de las 
condiciones sociales y económicas para la democracia es un argu
mento definitivo. Al contrario de lo que argumenta Gould,22 Rawls 
sí defiende la igualdad de derechos asociada con medios de subsis
tencia mínimos, y aclara esto cuando discute la conexión encadenada 
de su principio de diferencia, que busca “maximizar las expectativas 
de aquellos en mayor desventaja”.23 Pennock también encuentra 
difícil' justificar que la agenda liberal se restrinja a los derechos ci
viles y políticos: “lo que está en debate no es si la democracia formal 
es, en principio, justificable; más bien se trata de hasta dónde el ideal 
democrático demanda minimizar la desigualdad económica”.24

20 La profesora Letwin reconoce este peligro cuando — al final de su artículo—  en una 
afirmación inesperada que contradice el énfasis que había puesto en el formalismo del imperio 
de la ley como un criterio de democracia, concluye que “a pesar de que la democracia es 
inseparable del imperio de la ley, lo opuesto no es igualmente cierto, ya que es concebible 
que el imperio de la ley pudiera florecer, quizás de una manera más efectiva, bajo otras formas 
de gobierno”, 1989, p. 234.

21 Rawls, 1989.
22 Gould, 1990, p. 137.
23 Rawls, 1989, p. 80.
24 Pennock, 1989, p. 23.

72



La agenda liberal democrática no argumenta en favor de la igual
dad, tampoco pide la modernización socioeconómica — como quie
ra que se defina—  ni como condición de la democracia ni como su 
resultado. Apunta hacia un nivel mínimo debajo del cual la desi
gualdad ya no es compatible con la democracia. Para los propósitos 
de este capítulo ese nivel mínimo será medido como la proporción 
de la población nacional que se encuentra en la parte inferior de la 
línea de pobreza. Los derechos socioeconómicos mínimos no son 
asequibles para quienes se encuentran debajo de dicho nivel, lo que 
se mide por la incapacidad para cubrir necesidades sociales básicas 
en una sociedad determinada.25 Los niveles de pobreza absolutos 
determinan la exclusión social que, a su vez, es indicativa de la ex
clusión política de dos maneras:

a) No se cumplen las condiciones socioeconómicas básicas re
queridas para un nivel de participación política compatible con la 
democracia; pero también —y ello es crucial para un sistema demo
crático de gobierno—

b) El que un gobierno ignore las necesidades sociales básicas es 
un reflejo de la falta de representación política de los intereses de 
aquellos socialmente excluidos.

En otras palabras, la exclusión socioeconómica no sólo restrin
ge la autonomía — y el significado— de la participación política, sino 
que también es evidencia de la exclusión política, de la cual es una 
consecuencia directa. Así, es posible argumentar que en aquellos 
sistemas políticos en los que los acuerdos institucionales dependen 
del resultado de las elecciones, la exclusión socioeconómica es un 
indicador de la exclusión política que, a su vez, es incompatible con 
la democracia.

Una agenda democrática liberal integral y de niveles mínimos — o 
minimalista—  se encuentra, así, inspirada por un enfoque Rawlsia- 
no del imperio del derecho, subrayando la sustancia tanto como la 
forma, e incluyendo

a) Derechos políticos y civiles iguales;
b) Derechos socioeconómicos mínimos, y

... ... . 1 ~  Cuestiones contemporáneas

25 Aquí enfrentamos algunos problemas de medición como lo discutieron Cardoso y Helwege 
(1992) pero, en cualquier caso, la medición de la pobreza que hizo la CEPAL (1990), que 
empleo para la mayor parte de los datos de la tabla 1, tiende a subestimarla.
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c) Responsabilidad política.
En la próxima sección examinaré el comportamiento latinoame

ricano en términos de esta agenda minimalista.

La dem ocracia y  el imperio de la ley en América Latina

En la teoría democrática liberal los derechos se encuentran relacio
nados con las obligaciones. Aquellos que detentan posiciones gu
bernamentales e institucionales tienen los mismos derechos y obli
gaciones que los ciudadanos ordinarios, pero su investidura les hace 
tener, también, responsabilidades institucionales por las cuales son 
políticamente responsables. Están obligados a cumplir con la Consti
tución, así como a vigilar la vigencia del imperio de la ley y a refor
zarlo si es necesario.

Estas nociones de derechos, obligaciones, aplicación y responsa
bilidad política son conceptualmente diferentes, pero en su aplica
ción se encuentran tan relacionadas que es difícil separarlas cuando 
se observan sus efectos sobre el proceso democrático. Por ejemplo, 
lo que está en tela de juicio cuando los derechos civiles se violan 
regularmente es

a ) Que estos derechos no son protegidos eficientemente;
tí) Que no funcionan los mecanismos que supuestamente debe

rían protegerlos, y
c) Que las instituciones responsables de verificar que estos me

canismos funcionen no son políticamente responsables. En otras 
palabras, un mismo asunto particular (en este caso la violación de 
los derechos civiles) es igualmente relevante para evaluar derechos, 
la aplicación del imperio de la ley y la responsabilidad política ins
titucional. Es importante tener esto en mente cuando evaluemos el 
desempeño latinoamericano en relación con los temas generales de 
la teoría democrática liberal de la democracia.

La cuestión  d e  los d erechos

La distinción liberal democrática entre derechos civiles y políticos y 
derechos socioeconómicos está siendo sustituida cada vez más por 
la noción de derechos humanos que probablemente sea de mayor
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Cuestiones contemporáneas

utilidad, ya que tiene un rango más comprensivo y es, asimismo, 
más movilizadora. Pero ya que la tradición democrática liberal tiene 
requerimientos más modestos en materia de derechos socioeconó
micos, representa una marca mínima para evaluar el gobierno de
mocrático en América Latina.

D erechos civiles

Los derechos civiles clásicos (de expresión, publicación, asociación 
y reunión) son reconocidos formalmente en todas partes, pero el 
grado en el que son protegidos varía de una a otra democracia lati
noamericana. Es elevado en países como Costa Rica, Uruguay, Chile, 
Argentina, Brasil y Venezuela, y es bajo en Colombia, Perú, Gua
temala, El Salvador y Honduras.26 El derecho civil fundamental que 
destaca sobre todos los demás en la región es el de la seguridad per
sonal: su expresión mínima — el derecho al b ab ea s  corpus— se in
cluye en todas las constituciones pero es violado constantemente en 
todos los países.27

La justificación que se ofrece en ocasiones a las restricciones que 
se imponen a los derechos civiles en general, y al derecho a la se
guridad personal en particular, es que los Estados tienen tanto el de
recho como el deber de proteger a la democracia contra los ataques 
del terrorismo y de la insurgencia. Éste pudiera ser un principio vá
lido pero su ejercicio debería ser observado cuidadosamente para 
prevenir abusos. En primer lugar, una declaración inicial del estado 
de emergencia necesita ser justificada, un criterio tan ampliamente 
ignorado en América Latina que aun la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos ha guardado discresión absoluta sobre este 
punto.28 En segundo término, se supone que cuando se decide sus
pender las libertades civiles, el gobierno debería mantener el con
trol. Sin embargo, en todos los países latinoamericanos donde existe 
algún grado de insurgencia (Colombia, Perú, El Salvador* y Guate-

26 Véase Amnesty International, 1989; 1990; 1991a.
27 Ibid.
28 Farer, 1989b, p. 508.
'  El 16 de enero de 1992 se firmaron los acuerdos de paz de El Salvador en el Castillo de 

Chapultepec en la ciudad de México entre el Frente Farabundo Martí de Liberación Nacional 
y el gobierno de ese país. Culminó así un largo proceso en el que nuestro país impulsara el 
proceso de pacificación pero insistiendo en el reconocimiento del FMLN como fuerza política
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mala) — ya sea que el estado de emergencia haya sido declarado 
formalmente o no—  las fuerzas armadas son capaces de practicar 
detenciones sin notificar siquiera a las autoridades civiles y general
mente actúan de manera que demuestran una casi completa in
dependencia de los gobiernos.29 Adicionalmente, el derecho a la se
guridad personal también es violado en países donde no parece 
haber ninguna evidencia de insurgencia, como en Brasil y Hondu
ras. Pero en estos países, así como en los del grupo anterior, todos 
los cuales son democracias formales, cada año hay cientos de desa
pariciones y ejecuciones extra judiciales; escuadrones de la muerte, 
que incluyen tanto a miembros activos como inactivos de las fuerzas 
de seguridad, el ejército y grupos paramilitares, hacen blancos de 
campesinos, líderes sindicales, trabajadores de derechos humanos 
abogados, académicos y delincuentes menores (niños incluidos). 
Generalmente se conoce a los responsables, pero las autoridades 
hacen poco para traerlos ante la ley. De hecho, la mayoría de los 
casos de violaciones de derechos humanos permanecen sin resol
verse. Sin que llegue a los extremos, la relación de desapariciones 
y ejecuciones extrajudiciales en Ecuador, México y Venezuela es 
también indicativa de una inadecuada protección de los derechos ci
viles básicos. Quizás el aspecto más significativo de esta tendencia, 
desde la perspectiva del imperio de la ley, es que aquellos que co
meten esas violaciones graves parecen operar con total impunidad. 
En los pocos casos que son sometidos a la justicia, son frecuentes 
las irregularidades judiciales y los retrasos.

Los derechos civiles de quienes son simplemente detenidos son 
violados rutinariamente: los casos de detenciones arbitrarias, de ma
los tratos y de tortura son frecuentes, y también ocurren — si bien 
no tan a menudo—  en Argentina, Chile y Uruguay. En estos países, 
esas violaciones se deben quizás a la supervivencia de prácticas no 
democráticas heredadas de los regímenes militares previos, pero el 
elevado grado de continuidad de la policía y del ejército y del per
sonal judicial de uno a otro régimen constituye en si un indicador 
significativo del margen restringido de sus procesos democráticos.

a partir de una declaración conjunta en ese sentido con el gobierno de Francia en 1981. (Nota 
del traductor).

29 Amnesty International, 1989; 1990; 1991a.
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Cuestiones contemporáneas

Otro principio fundamental de la justicia democrática es que 
aquellos cuyos derechos fueron violados en un gobierno anterior, 
tienen el derecho a iniciar un procedimiento judicial contra quienes 
perpetraron esas violaciones. Empero, las investigaciones judicia
les sobre la violación de los derechos civiles bajo los gobiernos mili
tares previos han sido notoriamente ineficientes en cualquiera de los 
gobiernos civiles que siguieron. Aun en Argentina, Chile y Uruguay, 
donde esas violaciones fueron más extendidas, una de las primeras 
decisiones tomadas por los nuevos gobiernos civiles elegidos fue 
solicitar al Congreso que aprobara una ley de amnistía. Esto re
presenta, quizás, la evidencia más clara — como veremos después—  
de que en América Latina los militares no están sujetos al principio de 
responsabilidad política ( the m ilitary a re  effectively u n accou n table  
in  Latín A m erica).30

D erechos políticos

Éstos consisten en el derecho a participar en elecciones libres y com
petitivas.

La libertad se refiere a las condiciones que rodean tanto la campa
ña como el proceso de votación: ¿qué tan libre es la información 
disponible, qué tan a la mano está esa información para el electora
do en general, qué tan abierto es el acceso de todos los partido po
líticos a los medios de comunicación, qué tan limpias son las vo
taciones y los conteos de votos?, etcétera. No es posible dar por cier
tas las garantías de libertad de los procesos electorales, las cuales 
varían más o menos de acuerdo con el desempeño de cada país en 
derechos humanos. Para una mayoría de los países del área, esto 
significa que las elecciones sólo son parcialmente — o muy parcial
mente—  libres. El reconocer que en algunas elecciones hubiera 
“amplias denuncias de fraude, niveles elevados de influencia militar 
sobre las instituciones políticas, participación limitada de la oposi
ción e intervención política del exterior”31 y aun así incluir esas elec
ciones en una lista diseñada para investigar los resultados de las 
elecciones democráticas en América Latina durante el periodo 1982-

30 Ibid.
31 Remmer, 1991b, p. 780.
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1990, nos hace preguntarnos ¿qué criterios deberán cumplirse para 
que una elección cualquiera no sea vista como democrática por los 
institucionalistas? El peligro del formalismo en ese enfoque difícil
mente puede ser exagerado.

La competitividad se refiere no sólo al número de partidos polí
ticos presentes en la elección, sino también al grado en el que los 
partidos que compiten por el voto de los electores les ofrecen op
ciones significativas, en la medida en que el rango de programas y 
posibilidades de políticas que defienden sea ampliamente represen
tativo del espectro de intereses presentes en la sociedad y no sólo 
entre las élites. Si los intereses de un gran número de electores no 
están representados en el sistema de partidos — o lo están sólo mar
ginalmente— , la competitividad del proceso electoral tiende a ser 
más bien formal: entre más limitada sea la representatividad de los 
partidos, más limitada será la competitividad de las elecciones.

La evaluación de la representatividad de los partidos es un tema 
complejo, ya que inevitablemente supone un juicio de valor en un 
punto determinado, no sólo en lo que se refiere a nuestra propia per
cepción de los intereses “objetivos” de clases o grupos sociales par
ticulares, sino también en nuestra apreciación de hasta dónde esos 
intereses están representados por partidos específicos. Entre más 
programático sea un partido, más fácil será ver los intereses que re
presenta. “Programático” no quiere decir que sean partidos de clase, 
pero tampoco significa que la mayoría de los partidos “multiclasis- 
tas” o de “espectro amplio” (catch-all) que existen en América Latina 
sean programáticos en el sentido de que pudieran compararse de 
ninguna manera con los partidos europeos social demócratas o de
mócrata cristianos. Con pocas —y parciales—  excepciones (los pe
ronistas en Argentina, los demócratas cristianos en Chile y en menor 
grado en Venezuela, el Partido Nacional de Liberación en Costa Rica 
y, quizás, los blancos y colorados en Uruguay) los partidos de es
pectro amplio están dominados por una élite y —contrario a lo que 
sostiene Dix— 3 2  tienen una presencia en diferentes clases sólo en la 
medida en que logran atraer votos de fuera de la élite. Precisamen
te fueron diseñados para eso, al mismo tiempo que para continuar 
representando intereses de élite cuya estabilidad fortalecen en el

32 Dix, 1992, pp. 500-502.
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proceso. Considerar los partidos tradicionales de Colombia, como 
lo hace Dix,33 como multiclasistas y controlados no elitistamente 
equivale a usar estas nociones como categorías de amplio espectro, 
tan amplias que carecen de significado o, peor aún, desorientado
ras. La no representatividad social de los partidos colombianos con
servador y liberal resulta del consistentemente elevado nivel de 
abstención que caracteriza las elecciones colombianas, ya sean pre
sidenciales, del Congreso, de los gobernadores o municipales, o aun 
para una asamblea constituyente. Los resultados recientes son sig
nificativos: la abstención superó el 54 por ciento en las elecciones 
presidenciales de 1990, fue del 66 por ciento en las elecciones al 
Congreso y de gobernadores en 1991, del 65 por ciento en las elec
ciones municipales de 1992, y había sido del 75 por ciento en las 
elecciones para una nueva asamblea constituyente en 1990.34 Esta 
última cifra es particularmente significante ya que revela no sólo la 
falta de representatividad de los partidos colombianos, sino también 
hasta dónde el electorado colombiano está desilusionado con las 
instituciones formales de la democracia.

La situación colombiana no es única, y las elevadas tasas de abs
tención son un indicador de la falta de representatividad de los par
tidos políticos en muchos otros países latinoamericanos. En las elec
ciones presidenciales de Guatemala, la abstención fue del 43 7 por 
ciento en la primera vuelta en 1990, y del 57.1 por ciento en la se
gunda vuelta en 1991- En la República Dominicana el 40 por ciento 
se abstuvo en las elecciones presidenciales de 1990. En Perú, en las 
elecciones presidenciales y para el Congreso de 1989 hubo un 36 por 
ciento de abstenciones más un 15 por ciento de votos en blanco o 
invalidados. En Venezuela, a pesar de que el voto es obligatorio en 
el caso de las elecciones nacionales, hubo una tasa de abstención 
del 18.15 por ciento en las elecciones presidenciales de 1989 y de 
un 70 por ciento en los procesos electorales provinciales y munici
pales de ese año donde no es obligatorio votar. En Brasil, el Tribunal 
Electoral reportó que en las elecciones de gobernadores y para el 
Congreso de 1989, a pesar de la obligatoriedad del voto, el 60 por 
ciento de los votantes o no votó o cometió errores al marcar las pa

Cuestiones contemporáneas

33 Jb id :, p. 501.
34 Todos los datos sobre abstencionismo provienen de Keesing, 1989 a 1992.
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peletas electorales. En Paraguay, en la elección de 1991 para formar 
una asamblea constituyente nueva, las abstenciones fueron del 48.3 
por ciento.35

Fuera de Argentina, Chile, Uruguay y Costa Rica, el abstencionismo 
elevado es común en América Latina. Ese patrón de comportamien
to no es indicador ni de “satisfacción”, como pudiera estar tentada 
a argumentar la teoría pluralista, ni de un apoyo a medias a la demo
cracia por parte de un electorado que se presenta como teniendo 
una doble lealtad, hacia la democracia pero también hacia el “bo- 
napartismo”.36 Para los electorados latinoamericanos, el rechazo a 
las instituciones formales de la democracia que conocen no impli
ca un rechazo a la democracia p e r  se. Donde esas instituciones son 
más congruentes con los principios fundamentales de la democra
cia, como en Costa Rica y Chile, el respaldo a las mismas es más 
elevado y las abstenciones bajas. Por el contrario, podría argumen
tarse que la falta de representatividad de los partidos y el pobre 
desempeño de las instituciones políticas en la mayoría de los países 
latinoamericanos se encuentran tanto en contradicción con los prin
cipios democráticos que aceptarlos como son sería un indicador de 
electorados ingenuos y fácilmente manipulables. Su rechazo a esos 
partidos e instituciones más bien muestra un grado de madurez polí
tica mucho mayor del que generalmente se les concede.

D erechos socioecon óm icos

Como puede verse en la tabla 1, los resultados latinoamericanos re
lativos a los derechos socioeconómicos básicos —medidos de acuer
do con la línea de pobreza—  son incompatibles con los requeri
mientos mínimos de la democracia en la mayoría de los países. Me 
permitiré cuatro observaciones.

Primero, en virtud de los patrones de pobreza que prevalecen en 
Bolivia, en la República Dominicana, en Haití, en Nicaragua y en Pa
raguay, su inclusión en el cuadro no haría sino empeorar aún más 
la imagen global. En segundo lugar, sólo Uruguay y Costa Rica 
pudieron mantener a lo largo de los ochenta niveles absolutos de

" Ibid.
*  Wiarda, 1990, pp. 32-46.
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pobreza que, a pesar de ser sustanciales en sí mismos, fueron rela
tivamente modestos si se les compara con los otros países de la 
región. Tercero, países como Brasil, Colombia, Guatemala, Hondu
ras y Perú, consistentemente mostraron resultados de pobreza ele
vados durante los setenta y los ochenta, y esto también se aplica a 
Ecuador y El Salvador donde no existen estadísticas disponibles.

Tabla 1
Porcentaje de la población debajo de la línea de pobreza 

en América Latina*

1967 1970’ 19792 19802 19812 19862 19872 19882 1989’ 1990

Argentina 8.0 9.0 13.0 44.04
Brasil 49.0 39.0 40.0 50.05
Chile 17.0 38.0

44.46
Colombia 45.0 39.0 38.0 40.07
Costa Rica 
Ecuador 
El Salvador

24.0 22.0
55.0s

25.0 22.0

61.43
Guatemala
Honduras
México

65.0
34.0

65.0

45.09

68.0

50.99

76.33
77.53

Panamá 36.0 34.0 54.45
Perú 50.0 52.0
Uruguay 11.0 15.0 15.0
Venezuela 25.0 37.010 65.0“

Fuentes:
’ CEPAL, 1990, p. 45
2 CEPAL, 1991, p. 18.
3 OIT, datos publicados en Latín A m erican  R egional Report (LARR): M éxico an d  C entral 

A m erica Report, 1992, núm. 1.
4 Latín A m erican  W eekly Report (JLAWR), 1990, núm. 16.
5 P esqu isa N acion al p o r  Am ostra d e D om icilios. Estimaciones directas.
61 nformación de un estudio de CEPAL, citado por el ministro chileno de Planeación, Sergio 

Molina, LAWR, 1990, núm. 43.
7 De datos publicados en LAWR, 1991, núm. 42.
8 Santos, 1989.
9 Datos del Programa Nacional de Solidaridad, publicados en LAWR, 1990, núm. 31.
10 Información citada por G. Márquez del Instituto de Estudios Superiores de Administra

ción. Publicada en LARR: A ndean Group Report, 1992, núm. 1.
* Véase en el apéndice tabla complementaria más reciente (p. 92).

Cuarto, y quizá sea el patrón más significativo, en Argentina y 
Chile, y en menor grado Venezuela, se experimentó la llamada “lati- 
noamericanización” de las condiciones sociales de una proporción
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muy grande de su población entre 1970 y el comienzo de los no
venta, debido a una combinación de la crisis económica de los 
ochenta y de las políticas neoliberales que introdujeron los militares 
y continuaron los gobiernos civiles. En Venezuela, hacia el final de 
los ochenta prácticamente se detuvo la distribución de la renta pe
trolera para comprar la paz social, lo que provocó los motines de 
hambre de 1989, las cifras de pobreza elevadas de ese mismo año, 
y una situación general de descontento e inestabilidad que ayudó 
a explicar el intento de golpe militar de 1992.37

La cuestión  d e  las obligaciones

En los regímenes democráticos se espera que —una vez electos—  
los gobiernos sostendrán el imperio de la ley y también tendrán los 
medios para asegurar que los ciudadanos lo hagan. Esto supone que 
la autoridad gubernamental y la responsabilidad política están firme
mente establecidas y que ambos, gobierno y ciudadanía, son respe
tuosos de la ley. Podemos dudar que estas expectativas se cumplan 
en América Latina, pues la aceptación de los ciudadanos y del go
bierno a regirse por el imperio de la ley, así como la autoridad del 
gobierno para promoverla, no pueden ser aceptadas en mayor gra
do que la responsabilidad política de este último en caso de que no 
cumpla con sus obligaciones constitucionales.

Lo anterior suscita algunas preguntas relacionadas con la cultura 
legal de América Latina, por tradición formalmente h ip erleg a l, don
de por principio la ley debe obedecerse aunque en la práctica ello 
no suceda así necesariamente.38 Esa aparente paradoja sólo puede 
ser explicada por referencia a normas y valores heredados de las so
ciedades patrimonialistas del siglo XIX en el que los intentos por con
ciliar la herencia colonial española con los nuevos valores liberales 
inspirados en la teoría política europea y americana produjeran dife
rencias significativas entre la teoría constitucional y la práctica insti
tucional, y entre el formalismo legal y el cumplimiento individual de 
la ley.

57 Véase Latín A m erica Neualetter, Latín A m erican W eekly Report (LA WR), 1992, núm. 6; 
Latín A m erican  R egional Report (LARR): A ndean  Group Report, 1992, núm. 2.

w "Obedezco, pero no cumplo” se convirtió en una norma de la práctica legal individual 
en la España del siglo XVI, de donde se extendió a América Latina durante la Colonia.
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Éste no es el lugar para discutir los temas específicos que supo
ne esta paradoja ni el por qué esa diferente cultura legal comenzó 
a aparecer en España en el siglo xvi. Pero no hay duda de que la tra
dición patrimonialista no estableció una distinción clara entre el do
minio de lo público y el de lo privado, lo que es fundamental en la 
teoría democrática liberal.39 En la tradición patrimonialista ambos 
espacios se encuentran entrelazados y el primero es visto, a menu
do, como una extensión del segundo. Esta tradición persiste en la 
América Latina contemporánea, donde conduce frecuentemente a 
formas de comportamiento y de prácticas institucionales que nos 
son fácilmente compatibles con las normas democráticas. El tema 
clave aquí no es sólo el que la corrupción sea favorecida y que en 
consecuencia se extienda, sino también que todo el proceso legal 
se debilitará al grado que no será capaz de garantizar la vigencia del 
imperio de la ley.

Para que se aplique el imperio de la ley, se requiere que de las 
reglas primarias contenidas en los principios constitucionales y de 
las leyes generales deriven reglas secundarias que proporcionen la 
legislación detallada necesaria para cumplir con las indicaciones 
amplias de las reglas primarias.40 En los regímenes democráticos, se 
espera que

á) Esas reglas secundarias se apeguen a lo estipulado en las re
glas primarias;

tí) Que cuando lo hagan sean congruentes con aquello que las 
reglas primarias deseaban conseguir, y

c) Que una vez acordadas, sean aplicadas.
Es común encontrar en América Latina violaciones a estos tres 

principios. Primero, las reglas secundarias a menudo se retrasan, ya 
que — según se argumenta—  no tiene sentido introducir una legis
lación detallada que requiera de recursos presupuestarios sin pri
mero saber con qué recursos se cuenta para ello. Un ejemplo de esto 
se encuentra en el área de legislación para la reforma agraria, donde 
los recursos financieros que se requieren tanto para indemnizar a los 
terratenientes expropiados como para ayudar a los beneficiarios de 
la tierra deben ser presupuestados adecuadamente antes de que los
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detalles de la ley puedan delinearse. Desde la Constitución Mexica
na de 1917, el escenario legislativo latinoamericano ofrece muchos 
ejemplos de reglas primarias de reforma agraria que continúan es
perando la aprobación de reglas secundarias. Si bien es cierto que 
el argumento presupuestario es débil, ya que demuestra el bajo nivel 
de compromiso de las autoridades con la reforma, también resulta 
falaz, ya que parece que la verdadera razón de la ausencia de reglas 
secundarias es la fuerte oposición de los grandes terratenientes. 
Mediante su influencia en el gobierno y en virtud de la sobre re
presentación de sus intereses en el Congreso (que resultan de leyes 
electorales que tienden a favorecer las áreas rurales), hacen todo lo 
posible para obstaculizar la reforma agraria o revertiría cuando ha 
sido aprobada.

Un ejemplo del primer caso lo ofreció el gobierno de Samey en 
Brasil, cuyo programa de reforma agraria de cinco años redistribuyó 
sólo el 10 por ciento de la tierra y reubicó sólo al seis por ciento de 
la población que había sido escogida originalmente.41 Un ejemplo 
de la segunda situación se puede encontrar en El Salvador donde la 
tierra confiscada a algunos de los grandes terratenientes en 1981, y 
distribuida las cooperativas campesinas, les fue confiscada a estos 
últimos en 1991 por el presidente Cristiani.42

Existe una larga tradición de ambas prácticas en América Central 
tanto como en México, Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú, Chile y Ve
nezuela. De manera más general, el hecho de que la reforma agraria 
no sea, en ocasiones, ni siquiera un tema constitucional o legal en 
países donde la tierra está distribuida de manera muy desigual (co
mo en Paraguay) es evidencia de la influencia de los intereses de los 
terratenientes y de la poca representatividad de los partidos polí
ticos. Los intentos de promover la reforma agraria siempre han fa
llado o se han revertido en América Latina (México, Bolivia, Chile, 
Perú, Brasil, El Salvador, Honduras). Hoy continúa siendo uno de los 
temas más controvertidos en el área, y el poder de veto de las orga
nizaciones de propietarios es un obstáculo importante para la demo
cratización en muchos países.

El área de legislación social y laboral es otro ejemplo de reglas

LARR: B razil Report, 1990, núm. 4. 
42 LAWR, 1991, núm. 14.
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primarias formales que carecen de legislación secundaria. La ma
yoría de las constituciones latinoamericanas son bastante progresis
tas en estos asuntos, y garantizan una amplia cobertura de derechos 
sociales y establecen normas laborales que pueden encontrarse en 
las democracias sociales europeas más avanzadas. Esta tendencia no 
es nueva y puede encontrarse tan temprano como en la Constitución 
Mexicana de 1917. Su última expresión es la nueva constitución co
lombiana de 1991, en la cual los derechos sociales de vejez, invali
dez, enfermedad, maternidad, lesiones de trabajo, desempleo y asig
naciones familiares, destacan en la constitución de un país donde 
sólo el 16 por ciento de la población estuvo cubierta por la seguridad 
social en el periodo 1985-1988.43

Segundo, cuando las reglas secundarias llegan a ser aprobadas, 
a menudo se encuentran en conflicto con las metas de la regla pri
maria. Los principios básicos de neutralidad y universalidad de la ley 
suponen que, en el área particular de las leyes de la tierra y la pro
piedad, por ejemplo, las leyes se orientarán hacia una solución justa 
de los conflictos. Sin embargo, en su análisis de las leyes agrarias de 
Brasil, Holston sostiene que en lugar de ello, la ley es “un instru
mento de desorden calculado por medio del cual prácticas ilegales 
producen derecho, y soluciones extralegales son introducidas en el 
proceso judicial”.44 Demuestra convincentemente que el propósito 
de la ley es, en efecto, “mantener el privilegio de aquellos que tienen 
poderes extralegales para manejar la política, la burocracia y el pro
pio registro histórico. En este sentido la no resolución\ega\ es un me
dio de gobernar efectivo pero perverso”.45

Tercero, la aprobación de reglas secundarias no es garantía de 
que serán aplicadas. La no aplicación, en su totalidad o parcialmen
te, de los reglamentos votados “democráticamente” por el Congreso 
se atribuye a menudo ya sea a las mismas causas presupuéstales in
vocadas para explicar la ausencia de reglas secundarias o a la ausen
cia de mecanismos institucionales y administrativos adecuados para 
hacerlas efectivas, o ambas. Estos problemas son señalados a menu
do para explicar la brecha entre la ley y su aplicación en las áreas 
de legislación mencionadas. También sucede lo mismo con el área

45 Inter-American Development Bank, 1991, Tabla 1, p. 186.
44 Holston, 1991, p. 695.
45 Ib id ., p. 722.



impositiva que —junto con la reforma agraria—  constituye el cora
zón del área donde la aplicación del imperio de la ley se convierte 
en una medida clave de la democracia en América Latina.

Las leyes fiscales latinoamericanas no son ni democráticas ni pro
gresivas, ya que los impuestos indirectos constituyen el grueso de 
los ingresos fiscales debido a que los ingresos elevados están fijados 
en tasas muy por debajo de aquellas establecidas en las democra
cias avanzadas.46 Adicionalmente, el principio democrático funda
mental de igualdad de obligaciones fiscales para todos tampoco se 
cumple, ya que la evasión fiscal tanto corporativa como individual 
está ampliamente difundida. Entre las compañías, las peores son las 
grandes empresas extranjeras que, además de aprovechar las lagu
nas en la legislación fiscal, usan también el conjunto de instrumen
tos de contabilidad a su disposición (facturando por arriba o debajo 
según convenga, etcétera) para evadir ilegalmente el pago de im
puestos. En relación al impuesto sobre la renta, poca gente lo paga 
debido a la combinación de tres factores:

1. Debido a los niveles de pobreza que se tienen en el área, gran
des sectores de la población quedan excluidos del pago de impues
tos;

2. La rápida expansión de los sectores informales (que por defi
nición no están registrados) desde los ochenta ha agravado la pér
dida en los ingresos fiscales; la evasión fiscal entre quienes perciben 
ingresos elevados sigue caminos parecidos a los de la evasión fiscal 
corporativa, con una mezcla de lagunas y de mecanismos ilegales 
que se emplean en una escala más o menos proporcional con los 
niveles de ingreso.

El impacto de estos diferentes factores sobre el ingreso fiscal hace 
de América Latina la región con menor carga fiscal en el mundo: los 
ingresos por impuestos representaron el 11.2 por ciento del Produc
to Interno Bruto latinoamericano en 1988, comparado con el 23.8 
por ciento en África y el 32.8 por ciento en los países industrializados.47 
A pesar de que la aplicación de impuestos se ha convertido en una 
cuestión política para los gobiernos electos que sucedieron a los re

46 Para evidencia reciente, véase Bird, 1992.
47 Para América Latina, calculado a partir de datos del Banco Interamericano de Desarrollo 

(1991, Tabla C-l, p. 284 y Tabla C-7, p. 287); para África y los países industrializados, Fondo 
Monetario Internacional, 1990, pp. 104-105.
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gímenes autoritarios a comienzos y mediados de los ochenta, ese 
punto no pudo materializarse en ingresos fiscales más elevados. 
Éstos han decrecido en tanto que porcentaje del pib  en muchos 
países entre 1985 y 1990 (Chile, Costa Rica, El Salvador, Panamá y 
Venezuela), habiéndose experimentado una caída abrupta en Ar
gentina (del 9 al 5.2 por ciento), la República Dominicana (del 15 
al 10 por ciento), Ecuador (del 16.7 al 7.7 por ciento), Nicaragua (del 
27.2 al 12.5 por ciento) y Perú (del 12.5 al 7 por ciento).48

En su examen de la reforma fiscal en América Latina, Bird sostie
ne que

en toda la región ha habido un movimiento para alejarse de los 
impuestos progresivos al ingreso lo que... parece reflejar la si
tuación de que esos impuestos no han sido administrados 
— y probablemente no puedan serlo—  eficientemente en la 
mayor parte de los países de América Latina.49

El problema fundamental que confunde la administración 
fiscal en la mayor parte de América Latina es la imposibilidad 
política de gravar a los causantes ricos y poderosos.50

Esta incapacidad de los gobiernos latinoamericanos para fortale
cer la aplicación de las leyes fiscales a los ricos, y la naturaleza sim
bólica de aquellos casos de evasión fiscal que llegan a la justicia, sig
nifica que la aplicación del imperio de la ley es deficiente en un área 
de legislación de significado elevadamente práctico y simbólico para 
todo proceso democrático. Al restringir los ingresos del gobierno, 
también previene su desempeño de una manera que sólo puede te
ner un impacto negativo en la consolidación del gobierno democrá
tico en la región.

La debilidad del proceso legal también es reforzada por la falta 
de autoridad de las supremas cortes. “Con excepciones muy limi
tadas, las supremas cortes latinoamericanas han tenido sólo la auto
ridad para medir la forma de las leyes contra las normas constitu
cionales. En general, la sustancia no ha sido revisada”.51 Las razones

48 Calculado a partir de Banco Interamericano de Desarrollo, 1991.
49 Bird, 1992, p. 33.
50 Ib íd ., pp. 27-28.
51 Farer, 1989a, p. 445.

87



por las que las supremas cortes y los tribunales ordinarios son ine
ficaces para realizar la función judicial tienen que ver con asuntos 
de la responsabilidad política que examinaré en la próxima sección, 
pero también se encuentran relacionados con factores como la in
seguridad personal de los magistrados (particularmente en Colom
bia) y — más generalmente—  con su temor a confrontar a los mili
tares cuando se les solicita revisar acusaciones contra estos últimos 
por violaciones a los derechos civiles durante los regímenes mi
litares. Empero, no sólo en países como Argentina, Brasil, Chile o 
Uruguay, o en “países de insurgencia” como Colombia, Perú, Gua
temala o El Salvador, donde los tribunales evitan estas cuestiones. 
En Venezuela, donde el gobierno civil ha sido ininterrumpido, las 
cortes civiles se declararon sin autoridad para tratar casos que su
ponían violaciones graves a los derechos humanos por parte del 
ejército durante los disturbios del hambre de 1989 donde fueron 
muertas cientos de personas, y decidieron transferir los casos a las 
cortes militares.52

El tem a d e  la responsabilidad p o lítica

La responsabilidad política es un tema fundamental de la democra
cia representativa, mediante el cual aquellas instituciones que no 
han sido elegidas mediante el sufragio popular son responsables 
políticamente ante aquellas que sí lo han sido. En un sistema de go
bierno presidencialista en el cual tanto el presidente como el gobier
no son electos directamente — lo que sucede en toda Latinoaméri
ca— , el presidente es responsable políticamente ante el Congreso 
en la mayoría de las áreas de la acción gubernamental, teniendo el 
Poder Judicial la autoridad para resolver los conflictos entre ellos. 
Pero el ejercicio real de la responsabilidad política a menudo es 
menos claro que lo que supone la teoría constitucional.

En primer lugar, la responsabilidad política del presidente ante el 
Congreso se complica frecuentemente por la creciente inclinación 
de aquél a gobernar mediante decreto, en un intento por eludir al 
Congreso. Esto ha conducido a crecientes tensiones entre ambos, 
particularmente en aquellos países (Argentina, Bolivia, Brasil, Ecua

52 Véase Amnistía Internacional, 1991b.
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dor, Perú, Venezuela) donde los presidentes fueron electos bajo la 
promesa de que implantarían políticas expansionistas neokey- 
nesianas y, en vez de ello, gobiernan aplicando estrictas medidas 
neoliberales. El Congreso reacciona en ocasiones tratando de im
poner su autoridad constitucional. Empero, los subsecuentes enfren
tamientos entre ambos rara vez se dirimen en la Suprema Corte, lo 
que muestra lo poco que ésta está preparada para intervenir de una 
manera decisiva. Esto se debe en gran medida a que la responsabi
lidad política de la Suprema Corte — un cuerpo que no es elegido—  
no está claramente establecida. En gran medida depende del peso 
respectivo del presidente y del Congreso para nombrar a los jueces. 
Esto no significa que los jueces, que deben su designación a alguno 
de los dos, les prestarán necesariamente obediencia, pero es un área 
donde la responsabilidad política se torna nebulosa. Ello se demues
tra, precisamente, en la indecisión de las supremas cortes que hasta 
ahora se han inclinado en el sentido de confirmar la autoridad del 
Congreso mientras permiten que el presidente ejecute las medidas 
que originaron el conflicto. Aun donde el Congreso tiene la auto
ridad para permitir al presidente gobernar por decreto — como en 
la nueva constitución brasileña—  su poder para controlarlo es limi
tado.53

En segundo término se encuentra el tema de la responsabilidad 
política de los militares. En América Latina este tema es de suyo 
complicado debido a la inclusión en las constituciones de cláusulas 
que están en contradicción con las prácticas constitucionales nor
males en cualquier otro lado. De una forma u otra, la mayoría de las 
constituciones latinoamericanas le atribuyen a las fuerzas armadas 
el papel de guardián de la constitución y es este papel el que los 
militares han invocado siempre para justificar su intervención en 
política. Uno podría haber pensado que los nuevos gobiernos civi
les habrían aprendido la lección. Pero la constitución brasileña de 
1988 otorga el mismo papel a las fuerzas armadas y la constitución 
colombiana de 1989 va tan lejos que les otorga el derecho de dete
ner a sospechosos durante tres días antes de remitirlos a las autori
dades judiciales.54

53 Debido a varios otros poderes “excepcionales” otorgados al presidente, véase LARR: 
B razil Report, 1990, núm. 3.

54 Véase LAWR, 1991, núm. 28.
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Adicionalmente, los presidentes latinoamericanos carecen de 
autoridad en el nombramiento de los secretarios de Defensa o de los 
diferentes ministros responsables de las fuerzas armadas. Nueva
mente, en contradicción con principios constitucionales básicos, 
esos ministros han sido, por lo general, militares escogidos por 
orden de antigüedad por la jerarquía militar. Siempre que un nuevo 
presidente intenta ejercer su derecho a nombrar ministros y jefes 
militares de su elección, los militares reaccionan abiertamente, co
mo sucedió en Uruguay en 1990.55 Un hecho revelador del grado de 
responsabilidad política de los militares es que en aquellos países 
donde todavía se encontraban en el poder a comienzos de los 
ochenta, son ellos quienes ahora critican abiertamente a los go
biernos electos que los sucedieron. En Chile fueron frecuentes los 
incidentes en los que el ejército —particularmente el general Pi- 
nochet—  criticó al gobierno del presidente Aylwin desde que su 
gobierno fuera elegido;56 en Argentina y Brasil, los rumores del gol
pe de Estado se alternan con críticas del ejército al gobierno, como 
en el caso de Brasil respecto a los salarios de los militares.57 En estos 
y en muchos otros países, como vimos antes, las fuerzas armadas no 
son sujetos de responsabilidad política en todos los temas incluido 
el de los derechos humanos.

También puede ponerse en duda el supuesto de la responsabi
lidad política electoral: en América Latina hay demasiadas limita
ciones a la libertad y competitividad del proceso electoral, y a la res
ponsabilidad política institucional en general, como para que las 
elecciones desempeñen esa función en la mayor parte de los países 
latinoamericanos. A partir de mis análisis anteriores sobre estos 
temas, es posible encontrar ejemplos de responsabilidad política 
electoral, hasta cierto punto, en Costa Rica y Chile, posiblemente en 
Uruguay y Argentina, difícilmente en Venezuela y Perú,58 y proba

55 Véase LAWR, 1990, núm. 7.
56Véase LAWR, 1990, núm. 40.
57 Véase LARR: B razil Repon, 1991, núm. 7.
58 El golpe perpetrado en abril de 1992 en contra del Congreso por el presidente Fujimori 

con el apoyo del ejército refuerza este argumento, particularmente en virtud de que su elec
ción fue interpretada ampliamente en 1990, como una clara indicación de que el gobierno 
democrático marchaba por buen camino en algunos países latinoamericanos, con nuevos líde
res políticos — sin vínculos con la clase política tradicional—  que emergieron a la escena polí
tica a través de un proceso electoral más abierto, en consecuencia, supuestamente reforzando 
la democracia.
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blemente no en Ecuador, Bolivia y la República Dominicana, es
tando actualmente fuera de discusión en los demás lugares.

Más generalmente, este análisis del desempeño latinoamerica
no en los términos minimalistas de la agenda democrática liberal no 
deja mucho terreno para complacencias. Fuera de Costa Rica los de
rechos civiles y humanos se violan rutinariamente y aun cuando los 
gobiernos electos de Chile, Uruguay y Argentina están tratando de 
afirmar su autoridad sobre sus fuerzas armadas, éstas continúan sien
do una potente anomalía institucional en la construcción del proce
so democrático en los tres países, así como una amenaza siempre 
presente en Argentina. El deterioro de los derechos socioeconómicos' 
mínimos de grandes sectores de la población en Argentina y Chile 
durante los ochenta, constituyó una limitación adicional al compor
tamiento democrático de estos dos países; ellos deberán enfrentar 
esta situación con carácter de urgente si desean consolidar la demo
cracia. El reto no es sencillo, tampoco será fácil terminar con la larga 
tradición de no responsabilidad política del ejército en los tres países 
del cono sur. A pesar de todo, junto con Costa Rica, estos países pa
recen tener mejores posibilidades que la mayoría de los otros.

El grado en el cual todos los gobiernos electos de América Latina 
serán capaces de imponer el imperio de la ley en áreas sueltas du
rante largo tiempo será una medida de su éxito en mejorar su actual
mente pobre desempeño democrático global. La relevancia de un me
jor resultado en materia de derechos civiles no requiere mayor 
elaboración. Pero una aplicación más eficaz de la legislación sobre 
las reformas fiscal y agraria es igualmente importante, no sólo por el 
principio democrático fundamental de que nadie debe estar por en
cima de la ley, sino también porque es responsabilidad de los go
biernos electos el promover la ciudadanía. Si, en palabras de Hun- 
tington, la democracia es incompatible con niveles elevados de 
desigualdad económica,59 ello significa que aquellos que se encuen
tran por debajo de la línea de pobreza deberán ser jalados hacia 
arriba de ella. Aunque las políticas neoliberales contemplan progra
mas de ayuda para atenuar la pobreza, ellas no promueven la ciuda
danía; sí lo hacen, en cambio, las reformas a la manera en que se dis
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tribuyen la riqueza y el ingreso. Una aplicación estricta de las leyes 
de reforma agraria y fiscal sería un indicador tanto de la determina
ción de los gobiernos electos de efectuar reformas como de su capa
cidad para ponerlas en práctica. También le proporcionarían a estos 
gobiernos recursos fiscales como nunca antes tuvieron otros gobier
nos de la región, y esto pudiera auxiliarlos para mejorar su desem
peño democrático.

Apéndice
Pobreza en América Latina y el Caribe

Pobreza en América Latina y el Caribe 
Porcentaje de la población que 

vive en situación de pobreza
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Argentina (1980, 86, 93) 16.2 51.1 17.6 3.3 21.1 3.4
Bolivia (1980, 86, 90) — — 72.0 — — —

Brasil (1992) 39.0 40.0 43.0 — — —

Chile (1987, 92) — 28.0 24.0 — 17.0 9.0
Colombia (1988, 92) — 33.8 32.7 — 18.7 17.7
El Salvador (1993) — _ 41.4 — — 36.2
Guatemala (1989) — 75.2 — — 57.9 —

Guyana (1992) — — 27.7 — — 43.2
Honduras (1989, 93) — 55.0 53.0 — 36.0 32.0
Jamaica (1989, 92) — 26.9 34.2 — — —

Nicaragua (1993) — — 50.3 —* — 19.4
Paraguay (1990) — — 20.5 — — 3.5
Perú (1982, 89) 46.0 52.0 53.7 21.0 25.0 21.2
Uruguay (1980, 86) 11.0 15.0 — — — —
Venezuela (1982, 89) 22.3 31.4 — 10.3 22.3 —

— Datos no disponibles
Fuente: Banco Mundial y Comisión Económica de las Naciones Unidas para América Latina 

y el Caribe
Tomado de Shahid Jave Burki y Sebastián Edwards. “Consolidación de las reformas 

económicas en América Latina y el Caribe”, en Fin an zas y  D esarrollo, FMI, marzo de 1995.
p. 8.
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